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CIUDADANOS DE LA UE-NORMATIVA BÁSICA REGULADORA

• Acuerdo sobre la libre circulación de personas entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la 
Confederación Suiza, por otra, de 21 de junio de 1999 (Diario Oficial de las Comunidades Europeas L114, de 30 de abril de 
2002).

• Reglamento (UE) 2019/1157 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre el refuerzo de la 
seguridad de los documentos de identidad de los ciudadanos de la Unión y de los documentos de residencia expedidos a 
ciudadanos de la Unión y a los miembros de sus familias que ejerzan su derecho a la libre circulación (Diario Oficial de la 
Unión Europea L188, de 12 de julio de 2019)

• Directiva 2004/38/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa al derecho de los ciudadanos 
de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros (Diario 
Oficial de la Unión Europea L158, de 30 de abril de 2004).

• Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de 
ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo (BOE núm. 51, de 28 de febrero).

• Orden PRE/1490/2012, de 9 de julio, por la que se dictan normas para la aplicación del artículo 7 del Real Decreto 240/2007, 
de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la 
Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (BOE núm. 164, de 10 de julio).

• Orden de 7 de febrero de 1997 por la que se regula la tarjeta de extranjero (BOE núm. 40, de 15 de febrero).
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PROCEDIMIENTO ADMINSTRATIVO SANCIONADOR  EN BASE al 

artículo 15 del R.D. 240/2007 que regula las RESTRICCIONES al 

derecho de entrada, libre circulación y residencia en España de 

ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de 

otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico 

Europeo.

15.1. RESTRICCIONES EN BASE A 3 MOTIVOS:

1.- Orden público

2.- Seguridad Publica

3.- Salud publica
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✓ La normativa aplicable a este procedimiento se 
encuentra la disposición adicional segunda del Real 
Decreto 240/2007, de 16 de febrero que establece:

✓ En lo no previsto en materia de procedimientos en el 
presente real decreto, se estará a lo dispuesto en la 
Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España 
y su integración social, en su Reglamento, 
aprobado por Real Decreto 2393/2004, de 30 de 
diciembre, en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de régimen jurídico de las Administraciones 
Públicas y del procedimiento administrativo común, 
y en su normativa de desarrollo, con carácter 
supletorio y en la medida en que no se oponga a lo 
dispuesto en los Tratados constitutivos de las 
Comunidades Europeas y el derecho derivado de los 
mismos.
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FASE ADMINISTRATIVA

Detención e iniciación 
del procedimiento 

sancionador por vía del 
Art. 15.

15.1a (impedir entrada ), 15.1b 
(Denegar la inscripción en el 

Registro Central de Extranjeros/ 
denegar renovación de las tarjetas 

de residencia previstas en el 
presente real decreto),15.1c 

(expulsión).

Supuesto de hecho 
del 15.1.b-Cuando se 

tramita inscripción 
del ciudadano de la 
UE en el registro de 

extranjeros o 
inscripción 

matrimonio/parejas 
de hecho

15.c-centro 
Penitenciario

15.1c-Delito
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FASE ADMINISTRATIVA

Acuerdo Iniciación de 
Procedimiento 
Administrativo 
Sancionador de 

Expulsión.

Procedimiento Ordinario, 
15 días para alegaciones. 

Arts 226 y 234 del Real 
Decreto 557/2011que 

aprueba el Reglamento de 
extranjería

Máximo 6 meses para 
resolución, si es superior= 

caducidad.
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PROCEDIMIENTO ORDINARIO

Supuestos : Artículo 226 y ss RD 557/2011, 
de 20 de abril,

• Art. 226: El procedimiento seguido será el ordinario 
salvo en los supuestos especificados en el artículo 
234 del presente Reglamento, que se tramitarán por 
el procedimiento preferente.

• Art. 228 (Plazo). Actuaciones y alegaciones en el 
procedimiento ordinario. Sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo anterior, los interesados 
dispondrán de un plazo de quince días para aportar 
cuantas alegaciones, documentos o informaciones 
estimen convenientes y, en su caso, proponer las 
pruebas y concretar los medios de que pretendan 
valerse.

• Pueden adoptarse Medidas Provisionales/Cautelares 
arts. 227.1f del RD y arts 55 y 61 LO Extranjeria
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Fase Administrativa
ALEGACIONES, 15 DÍAS HABILES EN EL 

PROCEDIMIENTO ORDINARIO:

Acompañar Documentos que acrediten el Arraigo social, Familiar y 
económico.

Importante acreditar los vínculos familiares.

Certificados judiciales sobre el estado de la causa.

Art. 58.1 y 58.2 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero (Efectos de 
la expulsión).

 1. La expulsión llevará consigo la prohibición de entrada en territorio 
español. La duración de la prohibición se determinará en consideración 
a las circunstancias que concurran en cada caso y su vigencia no 
excederá de cinco años

2. Excepcionalmente, cuando el extranjero suponga una amenaza grave 
para el orden público, la seguridad pública, la seguridad nacional o 
para la salud pública, podrá imponerse un período de prohibición de 
entrada de hasta diez años
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Iniciación de procedimiento sancionador 
por infracción del Artículo 15.1 del Real 
Decreto 240/2007, de 16 de febrero:

A) Las restricciones al acceso y permanencia en el Estado Español se concretan en tres motivos :

1.- Orden público

2.- Seguridad Publica

3.- Salud publica

Las consecuencias pueden abarcar tanto a la persona como a su familia (por ejemplo, ciudadano 
argelino, titular de una tarjeta comunitaria de residencia permanente por estar casado con una 
española, con más de 10 años de residencia.), y se refieren a:

1.- Prohibición de entrada.

2.- Denegación de la inscripción en el Registro Central de Exrtranjeros.

3.- Orden de expulsión o devolución.

De las tres consecuencias lógicamente la más grave, o la que al menos comporta generalmente 
más perjuicios a los interesados es la orden de expulsión y por ello es la que tiene más acotados 
legalmente las circunstancias en las que la administración puede fundarse puesto que para ello se 
remite la norma a la exigencia de motivos graves de orden público o de seguridad pública.
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Iniciación de procedimiento sancionador por infracción 
del Artículo 15.1:

CRTERIOS A TENER EN CUENTA. En todo caso se exige para la expulsión que la administración 
tenga en cuenta las circunstancias individuales de cada persona y en concreto las siguientes:

1.- Duración que haya tenido la residencia de la persona.

2.- Integración social y cultural.

3.- Edad.

4.- Estado de salud.

5.- Situación familiar.

6.- Situación económica.

7.- Vínculos con el país de origen.

Aquí terminamos con la descripción legislativa, esto es la del derecho positivo, de los motivos y 
circunstancias en las que se puede fundar la administración española para la restricción del 
derecho de acceso y que se recogen en el articulo 15.1 del R,.D. 240/2007.
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15.4 REAL DECRETO 240/2007

• Se establece una cláusula de garantía de revisión (art 15.4) por la 
que si entre el momento en el que se toma la decisión de expulsión 
y el momento de materializarla transcurren más de dos años la 
autoridad competente de oficio deberá comprobar y valorar posibles 
cambios en las circunstancias y la realidad de la amenaza del orden 
o seguridad pública. Viene a indicar la norma que por el mero 
transcurso del tiempo debe producirse una especie de actualización 
de la situación con la finalidad de verificar que los motivos que 
fundaron la decisión de expulsión mantienen su vigencia tras el 
transcurso del tiempo entre el momento en que se toma de la 
decisión y el momento en que es ejecutada.
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15.5 REAL DECRETO 240/2007

15.5. Para la adopción de una de las medidas (RESTRICTIVAS) previstas en los apartados 
anteriores 1 a 4 se tiene que tener en cuenta que:

• a) Habrá de ser adoptada con arreglo a la legislación reguladora del orden público y la seguridad pública y a 
las disposiciones reglamentarias vigentes en la materia.

• b) Podrá ser revocada de oficio o a instancia de parte cuando dejen de subsistir las razones que motivaron su 
adopción.

• c) No podrá ser adoptada con fines económicos.

• d) Cuando se adopte por razones de orden público o de seguridad pública, deberán estar fundadas 
exclusivamente en la conducta personal de quien sea objeto de aquéllas, que, en todo caso, deberá 
constituir una amenaza real, actual y suficientemente grave que afecte a un interés fundamental de la 
sociedad, y que será valorada, por el órgano competente para resolver, en base a los informes de las 
Autoridades policiales, fiscales o judiciales que obren en el expediente. La existencia de condenas 
penales anteriores no constituirá, por sí sola, razón para adoptar dichas medidas.

• *Antes de adoptar una decisión de expulsión se tendrán en cuenta: la duración de la residencia e 
integración social y cultural del interesado en España, su edad, estado de salud, situación familiar y 
económica, y la importancia de los vínculos con su país de origen.

.

Farah Attari Stouti -Abogada 

14.342 del ICAV-

12



15.6 Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero-
Prohibición de expulsión o repatriación
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• 15.6. No podrá adoptarse una decisión de expulsión o 
repatriación respecto a ciudadanos de un Estado miembro de 
la Unión Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo, salvo si existen motivos 
imperiosos de seguridad pública, en los siguientes casos:

• a) Si hubiera residido en España durante los diez años 
anteriores, o:

• b) Si fuera menor de edad, salvo si la repatriación es 
conforme al interés superior del menor, no teniendo dicha 
repatriación, en ningún caso, carácter sancionador.



15.9 REAL DECRETO 240/2007-
EXPULSION POR MOTIVOS SANITARIOS

• 9. Las únicas dolencias o enfermedades que pueden justificar la adopción de alguna 
de las medidas del apartado 1 del presente artículo serán las enfermedades con 
potencial epidémico, como se definen en los instrumentos correspondientes de la 
Organización Mundial de la Salud, así como otras enfermedades infecciosas o 
parasitarias contagiosas, de conformidad con la legislación española vigente.

• Las enfermedades que sobrevengan tras los tres primeros meses siguientes a la 
fecha de llegada del interesado, no podrán justificar la expulsión de territorio español.

• En los casos individuales en los que existan indicios graves que lo justifiquen, podrá 
someterse a la persona incluida en el ámbito de aplicación del presente real decreto, 
en los tres meses siguientes a la fecha de su llegada a España, a un reconocimiento 
médico gratuito para que se certifique que no padece ninguna de las enfermedades 
mencionadas en este apartado. Dichos reconocimientos médicos no podrán exigirse 
con carácter sistemático.
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Apartados 1 y 2 del artículo 58 Ley de Extranjería. 
Efectos de la expulsión y devolución

• Artículo 58 Efectos de la expulsión y devolución

• 1. La expulsión llevará consigo la prohibición de entrada en territorio 
español. La duración de la prohibición se determinará en 
consideración a las circunstancias que concurran en cada caso y su 
vigencia no excederá de cinco años.

• 2. Excepcionalmente, J, podrá imponerse un período de prohibición 
de entrada de hasta diez años.

• En las circunstancias que se determinen reglamentariamente, la 
autoridad competente no impondrá la prohibición de entrada cuando 
el extranjero hubiera abandonado el territorio nacional durante la 
tramitación de un expediente administrativo sancionador por alguno 
de los supuestos contemplados en las letras a) y b) del artículo 53.1 
de esta Ley Orgánica, o revocará la prohibición de entrada impuesta 
por las mismas causas, cuando el extranjero abandonara el territorio 
nacional en el plazo de cumplimiento voluntario previsto en la orden 
de expulsión.
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Interpretación del Art. 15.1 
DEL RD 240/2007

• Administración: Aplicación automática por existencia de 
antecedentes penales / reincidencia/multirreincidencia-Informes 
policiales negativos.

• PERO el Art. 15.1d dice que NO CABE APLICACIÓN 
AUTOMÁTICA, EXISTE EL DEBER DE MOTIVACIÓN SIEMPRE, SE 
HAN DE VALORAR CIRCUNSTANICAS PERSONALES EN CADA 
CASO.

• *Antes de adoptar una decisión de expulsión se tendrán en 
cuenta: la duración de la residencia e integración social y 
cultural del interesado en España, su edad, estado de salud, 
situación familiar y económica, y la importancia de los vínculos 
con su país de origen.

• Existen intereses constitucionales en juego (Art.18.1 y 24.2 de 
la CE), necesidad de ponderar las circunstancias personales de 
cada supuesto 
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JURISPRUDENCIA

STS 1334/2019 de 9/10/2019 naturaleza del expediente de expulsión del artículo 15.  El objeto 
del presente recurso, conforme a lo establecido en el auto de admisión, consiste en determinar -con interpretación de 
los arts. 15.1.c); DA Segunda y DF Cuarta del RD 240/07, y, artículos 42 y 44 Ley 30/92, de 26 de noviembre- el plazo 
máximo de tramitación del procedimiento para la imposición de la medida de expulsión, desde su inicio hasta la 
notificación de la resolución final

15.5 dice: «5. La adopción de una de las medidas previstas en los apartados anteriores 1 a 4 se atendrá a los siguientes 
criterios:

Habrá de ser adoptada con arreglo a la legislación reguladora del orden público y la seguridad pública y a las 
disposiciones reglamentarias vigentes en la materia........

No podrá ser adoptada con fines económicos........d) Cuando se adopte por razones de orden público o de 
seguridad pública, deberán estar fundadas exclusivamente en la conducta personal de quien sea objeto de aquéllas, 
que, en todo caso, deberá constituir una amenaza real, actual y suficientemente grave que afecte a un interés 
fundamental de la sociedad, y que será valorada, por el órgano competente para resolver, en base a los informes de 
las Autoridades policiales, fiscales o judiciales que obren en el expediente. La existencia de condenas penales 
anteriores no constituirá, por sí sola, razón para adoptar dichas medidas ».

Sin embargo, en este caso, la expulsión se ha impuesto, como sanción y en el seno de un procedimiento sancionador, 
en aplicación del art. 57.2 de la L.O. de Extranjería: «Asimismo, constituirá causa de expulsión previa, previa tramitación 
del correspondiente expediente, que el extranjero haya sido condenado por una conducta dolosa que constituya en 
nuestro país delito sancionado con pena privativa de libertad superior a un año, salvo que los antecedentes penales 
hubieran sido cancelados», "en relación con el art. 15.1.c) y 15.5 -más arriba transcritos- del R.D. 240/07".

Por tanto, siendo el procedimiento sancionador y habiéndose decretado la expulsión como sanción (en aplicación del 
art. 57.2), sin que se hayan discutido extremos como la regularidad del procedimiento y de la sanción impuesta, sino la 
caducidad de un procedimiento inexistente, no procede interpretar dicho precepto, ni contestar a la cuestión tal como 
ha sido formulada.
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STS 32/2022 de 19/01/2020 el valor del silencio 
administrativo en el RD 240/2007.

El TS estima el recurso interpuesto y declara el derecho del recurrente a la 
concesión, por silencio positivo, de la autorización de residencia permanente 
solicitada al amparo del RD 240/2007, sobre entrada, libre circulación y 
residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la UE y de 
otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.
Iustel

Basa su fallo en la interpretación y alcance que realiza de la DA 1.ª de la LOEX, 
en cuyo apartado primero regula el régimen general de autorizaciones, 
estableciendo el silencio negativo para las iniciales, y, el silencio positivo para 
las solicitudes de prórroga y autorizaciones de residencia de larga duración. 
Este régimen del silencio administrativo es aplicable a las solicitudes 
formuladas en virtud del RD 240/2007, por lo que habrá de tenerse en cuenta 
en el caso de los ciudadanos de la Unión y sus familiares, la distinta previsión 
según se trate de acceso inicial a la autorización o de las renovaciones o 
autorizaciones que traigan causa de una situación de residencia legal previa. 
Concluye la Sala que, a falta de resolución expresa de las solicitudes de 
tarjeta de residencia permanente de familiar de ciudadano de la UE o de otro 
Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, opera el 
silencio positivo y, en consecuencia, han de entenderse concedidas
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STS 1664/2022 del Tribunal Supremo. Sala de lo Contencioso-Administrativo, Rec. 28/2022 
de 16 de diciembre del 2022

STS 1118/2022, de 7 de septiembre STSJ Comunidad Valenciana, Secc. 5ª, 20/12/19  
RESIDENCIA DE LARGA DURACIÓN: PROTECCIÓN REFORZADA CONTRALA EX PULSIÓN.

Sentencia Contencioso-Administrativo 1664/2022 del Tribunal Supremo. Sala de lo Contencioso-Administrativo, Rec. 
28/2022 de 16 de diciembre del 2022.: Como antes hemos expuesto, siguiendo la doctrina del TJUE y de nuestra 
propia Sala, la simple existencia de antecedentes penales no conlleva en sí misma la denegación de la autorización 
de residencia temporal cuando la petición se sustenta en circunstancias excepcionales de arraigo familiar. Deben 
existir razones de orden público o seguridad pública o que la conducta personal del interesado constituya una 
amenaza real y actual que afecte a un interés fundamental de la sociedad, debiendo estar acreditados ambos 
extremos y ser valorados mediante un juicio de relevancia en el que se deben hacer prevalecer esas razones sobre 
las que derivan de los vínculos familiares y su necesidad de preservación. Nada de esto se ha hecho en la sentencia 
impugnada, que se limita a reseñar como justificación de su decisión la gravedad del delito cometido y el escaso 
tiempo transcurrido desde su comisión, apartándose del criterio precedente de su propia Sala, que había hecho 
prevalecer las circunstancias de arraigo sobre la gravedad del delito, apartamiento que se ha realizado sin la 
suficiente justificación. Esta forma de proceder es contraria a las exigencias derivadas del principio de seguridad 
jurídica ( art. 9.3 CE) que obliga, entre otros extremos, a proporcionar una elemental coherencia entre los 
pronunciamientos de un mismo tribunal, aunque se trate de secciones diferentes, cuando abordan cuestiones 
sustancialmente iguales, como aquí ocurre, en relación con un mismo sujeto, máxime cuando el primer 
pronunciamiento es perfectamente conocido por el tribunal que resuelve en segundo lugar.

STS 1118/2022, de 7 de septiembre STSJ Comunidad Valenciana, Secc. 5ª, 20/12/19  RESIDENCIA DE LARGA 
DURACIÓN: PROTECCIÓN REFORZADA CONTRALA EX PULSIÓN. La constatación de que el extranjero condenado 
representa una amenaza real y suficientemente grave para el orden o la seguridad pública, exige un alto nivel de 
motivación, por parte de la Administración, en la resolución de expulsión: No cabe identificar automáticamente 
condena penal con causa de expulsión. 
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RECURSO de REPOSICIÓN CONTRA LA SANCIÓN EXPULSIÓN (1 MES 
). 

Recurso Reposición. Art. 112; 123 y ss  de 
la Ley 39/2015, de 1 de Octubre del 
Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Medidas cautelares en 
vía administrativa.

Art. 117.2 de la Ley 
39/2015.
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FASE ADMINITSRATIVA
Recurso de Reposición contra sanción 

expulsión.

Plazo : Un mes

Valorar si interesa hacer este Recurso de Reposición.

Motivos:

• Caducidad del expediente, en su caso.

• Falta de motivación y valoración caso concreto.

• Valorar la posibilidad de Levantamiento de la 
prohibición de entrada, tras tres años desde la 
ejecución de expulsión.

• Posibilidad de solicitar medidas cautelares, 
Articulo 117 de la Ley 39/2015.
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FASE JUDICIAL-RECURSO CONTRA LA SANCIÓN 
EXPULSIÓN (2 MESES). Solicitud de medidas cautelares 

(art 129 LJCA) o cautelarísimas ( art 135 LJCA).
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Debemos tener en cuenta siempre si los actos de la Administración son ejecutivos por sí 
mismos, lo que nos va a llevar a pedir la suspensión cautelar o cautelarísima de la 
ejecutividad del acto. El uso de una y otra medida depende de la inminencia de la situación.

En la suspensión cautelar lo que sobre todo evalúa el Juez es la irreversibilidad de los 
efectos que pueda producir la ejecutividad del acto administrativo, así como la 
imposibilidad de ejecutar una eventual sentencia revocatoria del acto administrativo lo 
que provoca que debamos intentar acreditar el denominado “bonus fumus iuris” es decir 
la apariencia del buen derecho. Téngase en cuenta que en dicha fase procesal el Juez solo 
tiene la resolución administrativa y nuestra demanda y documental aportada, por lo que al 
carecer del expediente administrativo está con menos información de la parte de la 
administración, pero tiene toda nuestra demanda, así como toda la documental aportada por 
nosotros.

La utilización de la petición de la denominada suspensión cautelarísima, ocurre cuando la 
expulsión es inminente, es decir cuando el cliente está en el CIE bien en el actual período de 
60 días y tenemos conocimiento de que en breve se va a materializar, o ante una detención 
de 72 horas para expulsión inmediata. La diferencia esencial desde el punto de vista procesal 
es que el juez resuelve inaudita parte pues la premura de la expulsión impide otorgar plazo al 
Abogado del Estado para que informe. En todo caso es necesario acreditar la inminencia de 
la expulsión.



Medidas cautelares, artículo 129 y 
cautelarísima del artículo 135.

Solicitar la suspensión del acto administrativo 
❑Ningún perjuicio se causa a la administración.

❑Graves perjuicios al interesado.

       Acreditación de los Presupuestos del artículo 135:
❑ Periculum in mora o Perjuicio de difícil reparación (acreditar arraigo familiar, y 

que los perjuicios no solamente se causarían al interesado sino también a su 
familia; los daños son irreparables).

❑ Inexistencia de perjuicios para intereses generales ni para terceros (falta de 
perturbación).

❑ Fumus bonis iuris o Apariencia de buen derecho (la pretensión goza de un 
mínimo de razonabilidad jurídica)
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Fases del proceso de expulsión

Incoación 
procedimiento 
sancionador 

Max.6 meses
Sanción 

expulsión

Ejecución, en 
su caso, 

Prohibición de 
Entrada
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